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Culiacán, Sinaloa, a veintitrés de junio de dos mil veintiséis. Vistos los autos 

del Juicio Contencioso Administrativo Federal al rubro indicado y encontrándose 

debidamente integrado el mismo, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 1, 49, 50, 

58-1 y 58-13, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo vigente, se 

procede a dictar sentencia en autos del juicio en la vía sumaria, al rubro citado, 

de conformidad con los siguientes: 

 

R E S U L T A N D O S 

 
1°. Por medio de escrito ingresado en la Oficialía de Partes Común de las Salas 

Regionales en Sinaloa, el 07 de abril de 2026, compareció ***** **** *****, en 

representación legal de ********* **** ** ***** personalidad que acredita a través 

del instrumento notarial que al efecto exhibe, demandando la nulidad de la resolución 

dictada en el expediente **************************, emitida el 11 de 

febrero de 2026, por el Titular de la Oficina de Representación Federal del 

Trabajo en Sinaloa, con sede en ********, de la Secretaría del Trabajo y 

Previsión Social, a través de la cual se resolvió confirmar la validez de la 

resolución de 10 de septiembre de 2025, dictada dentro del mismo expediente, 

a través de la cual la autoridad en cita impuso al actor una multa en cantidad de 

$33,942.00, impugnando a la vez esta última en términos del segundo párrafo, 

del artículo 1, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo. 

 

2°. Por acuerdo de 13 de abril de 2026 se admitió a trámite en la vía sumaria la 

demanda descrita en el considerando anterior, emplazándose a la autoridad demandada 

para que formulara su contestación. 

 

3°. Previa sustanciación del juicio en la vía sumaria, según consta en autos del 

presente expediente, en su oportunidad se otorgó a las partes el término legal para que 

formularan alegatos por escrito. 
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Con fundamento en el segundo párrafo del artículo 58-12 de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo, se considera que ha quedado cerrada la 

instrucción en el juicio en que se actúa, toda vez que no existe ninguna cuestión pendiente 

que impida su resolución, por lo que en cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 49, 50, 

58-1 y 58-13 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, se procede a 

dictar sentencia definitiva en los siguientes términos: 

C O N S I D E R A N D O S 

 

PRIMERO. Competencia del Magistrado Instructor. Esta Instrucción es 

competente para conocer y resolver el presente asunto en términos de lo ordenado por los 

artículos 73, fracción XXIX-H, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

49, 50, 58-1 y 58-13, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo; 1, 2, 

3, 4, 6, fracción III, 28, fracción I, 29, 30, 31, penúltimo párrafo, 34, 35, 36, fracciones VIII, 

XII y XV, 42, fracciones II y VIII, 59, fracciones I, II, IV, V y X, de la Ley Orgánica del 

Tribunal Federal de Justicia Administrativa, expedida mediante Decreto publicado en el 

Diario oficial de la Federación el día 18 de julio de 2016; y, 48, fracción III, 49, fracción III, 

60 y 81, fracciones I, II, III y XVIII, y demás aplicables del Reglamento Interior del Tribunal 

Federal de Justicia Administrativa, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 17 de 

julio de 2020 y, reformado mediante decreto publicado en el citado medio de difusión el 23 

de mayo de 2025. 

 

SEGUNDO. Existencia de la resolución administrativa impugnada y 

recurrida. La existencia jurídica de las resoluciones administrativas materia de esta 

controversia, se encuentran debidamente acreditadas en autos, en términos de lo dispuesto 

por los artículos 15, fracción III, 46, fracción I, de la Ley Federal del Procedimiento 

Contencioso Administrativo, 93, fracciones I y II, 95, 129, 199, 200, y 202, del Código 

Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria por disposición expresa del 

artículo 1° de la citada Ley, toda vez que la demandante exhibe a juicio los documentos en 

que constan y, al contestar la demanda, la autoridad demandada reconoce su existencia. 

 

           TERCERO. Procedencia del juicio. Toda vez que la representación legal de la 

autoridad demandada no hace valer causales de sobreseimiento ni de improcedencia, 

aunado a que esta Instrucción no advierte que se actualice alguna de ellas, con fundamento 

en el artículo 50, relacionado con el numeral 58-1, ambos de la Ley Federal de Procedimiento 

Contencioso Administrativo, así como con sustento en la jurisprudencia VII-J-1aS-58, 

emitida por el Pleno de la Sala Superior de este Tribunal, de rubro: “CONCEPTOS DE 

IMPUGNACIÓN. PREEMINENCIA DEL ESTUDIO DE LOS QUE REPRESENTEN UN MAYOR 

BENEFICIO PARA LA PARTE ACTORA”, en los siguientes considerandos se procede al estudio 

de la legalidad de la resolución impugnada, y la recurrida. 
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CUARTO. En principio, se estima conveniente precisar que la resolución impugnada 

en el presente juicio y por la que se admitió a trámite la demanda de nulidad, es la resolución 

dictada en el expediente administrativo ************************** emitida el 11 de 

febrero de 2026, por el Titular de la Oficina de Representación Federal del Trabajo en 

Sinaloa, de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social, a través de la cual resuelve el recurso 

de revisión interpuesto en contra de la resolución dictada en el expediente 

**************************, el 10 de septiembre de 2025, a través de la cual se 

determinó una multa en cantidad total de $33,942.00, confirmando el acto originalmente 

recurrido; y que de la lectura integral de los conceptos de impugnación que la actora plantea 

en su escrito de demanda, se puede observar que controvierte la legalidad de la resolución 

impugnada y del acto previamente recurrido, situación que se encuentra perfectamente 

permitida por el artículo 1°, segundo párrafo, de la Ley Federal de Procedimiento 

Contencioso Administrativa, numeral que es del tenor siguiente: 

 

Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo: 

Artículo 1°. ... 

Cuando la resolución recaída a un recurso administrativo, no satisfaga el interés 
jurídico del recurrente, y éste la controvierta en el juicio contencioso administrativo 
federal, se entenderá que simultáneamente impugna la resolución recurrida en la 
parte que continúa afectándolo, pudiendo hacer valer conceptos de impugnación 
no planteados en el recurso. 
 
… 

 
En este sentido, si la actora interpuso juicio contencioso administrativo en contra 

de la resolución recaída a un recurso administrativo, se debe entender que en forma 

simultánea impugna la resolución que fue objeto del citado medio de defensa, es decir, la 

recurrida, razón por la cual, en estricto apego a lo dispuesto en el numeral transcrito, el 

enjuiciante se encuentra legalmente posibilitado para plantear agravios en contra de la 

resolución recurrida, agravios que este Juzgador debe analizar, estando también obligada 

a pronunciarse sobre la legalidad de la misma conforme a lo establecido en el penúltimo 

párrafo, del artículo 50 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, 

numeral que a la letra señala: 

 
Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo: 
 
Artículo 50. ... 
 
Tratándose de las sentencias que resuelvan sobre la legalidad de la resolución 
dictada en un recurso administrativo, si se cuenta con los elementos suficientes 
para ello, el Tribunal se pronunciará sobre la legalidad de la resolución recurrida, 
en la parte que no satisfizo el interés jurídico del demandante. 
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… 

 

Así, de acuerdo a los numerales citados, en el juicio contencioso administrativo se 

atiende a un principio de "litis abierta", conforme al cual, en la sentencia que dicte este 

Tribunal Federal de Justicia Administrativa cuando se impugne la resolución recaída a un 

recurso administrativo, se deben resolver, no sólo los agravios encaminados a controvertir 

la legalidad de la resolución impugnada, sino que además se deberán resolver los que 

controvierta la recurrida, analizándose los nuevos argumentos que pueden incluir los 

razonamientos que se refieran a la resolución recurrida y los dirigidos a impugnar la nueva 

resolución; así como aquellas razones o motivos que reproduzcan agravios esgrimidos en 

el recurso administrativo en contra de la resolución originaria. 

 

Por lo tanto, todos estos argumentos, ya sean novedosos o reiterativos de la 

instancia administrativa, constituyen los conceptos de anulación propios de la demanda 

fiscal, lo cual implica que con ellos se combaten tanto la resolución impugnada como la 

recurrida en la parte que afecte el interés jurídico del actor, por lo que el Tribunal Federal 

de Justicia Administrativa está obligado a estudiarlos. 

 

Sirve de apoyo a lo anterior, la jurisprudencia VI-J-2aS-6, aprobada por la Segunda 

Sección de la Sala Superior del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, que a la letra 

señala: 

 
No. Registro: 50,265 
Jurisprudencia 
Época: Sexta 
Instancia: Segunda Sección 
Fuente: R.T.F.J.F.A. Sexta Época. Año I. No. 11. Noviembre 2008. 
Tesis: VI-J-2aS-6 
Página: 78 
 
JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. EL PRINCIPIO DE LITIS 
ABIERTA CONTENIDO EN LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, PERMITE AL DEMANDANTE 
ESGRIMIR CONCEPTOS DE ANULACIÓN NOVEDOSOS O REITERATIVOS 
REFERIDOS A LA RESOLUCIÓN RECURRIDA, LOS CUALES DEBERÁN SER 
ESTUDIADOS POR EL TRIBUNAL.- Conforme a lo dispuesto en los artículos 1°, 
segundo párrafo, y 50, penúltimo párrafo, de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 1° de 
diciembre de 2005, en vigor a partir del 1° de enero del 2006, en el juicio 
contencioso administrativo se atiende a un principio de “litis abierta”, conforme al 
cual, en la sentencia que dicte el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa 
cuando se impugne la resolución recaída a un recurso administrativo, se deben 
resolver, no sólo los agravios encaminados a controvertir la legalidad de la 
resolución impugnada, sino que además se deberán resolver los que controviertan 
la recurrida, debiéndose analizar los nuevos argumentos planteados, que pueden 
incluir los razonamientos que se refieran a la resolución recurrida, y los dirigidos a 
impugnar la nueva resolución; así como aquellas razones o motivos que 
reproduzcan agravios esgrimidos en el recurso administrativo en contra de la 
resolución originaria. Por tanto, todos estos argumentos, ya sean novedosos o 
reiterativos de la instancia administrativa, constituyen los conceptos de anulación 
propios de la demanda fiscal, lo cual implica que con ellos se combaten tanto la 
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resolución impugnada como la recurrida en la parte que afecte el interés jurídico 
del actor, por lo que este Tribunal está obligado a estudiarlos. (9) 
 
(Tesis de jurisprudencia aprobada por acuerdo G/S2/8/2008) 

 

Es importante puntualizar que el principio de “litis abierta” consagrado en el 

artículo 1°, párrafo segundo, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo, no implica para la actora una nueva oportunidad de ofrecer las pruebas que, 

conforme a la Ley, debió exhibir en el procedimiento de origen o en el recurso administrativo 

procedente, estando en posibilidad de hacerlo, lo anterior de conformidad con la 

jurisprudencia 73/2013 (10a), de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, de observancia obligatoria para este Tribunal en términos del artículo 217 de la Ley 

de Amparo en vigor, que a continuación se reproduce: 

 

Época: Décima Época                                                                           
Registro: 2004012                                                                           
Instancia: SEGUNDA SALA                                                                
Tipo Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Localización: Libro XXII, Julio de 2013, Tomo 1 
Materia(s): Administrativa 
Tesis: 2a./J. 73/2013 (10a.) 
Pág. 917 
 
JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. EL PRINCIPIO DE LITIS 
ABIERTA QUE LO RIGE, NO IMPLICA PARA EL ACTOR UNA NUEVA 
OPORTUNIDAD DE OFRECER LAS PRUEBAS QUE, CONFORME A LA LEY, 
DEBIÓ EXHIBIR EN EL PROCEDIMIENTO DE ORIGEN O EN EL RECURSO 
ADMINISTRATIVO PROCEDENTE, ESTANDO EN POSIBILIDAD LEGAL DE 
HACERLO [MODIFICACIÓN DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 69/2001 
(*)]. Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación modifica la 
jurisprudencia referida, al considerar que el principio de litis abierta derivado del 
artículo 1o. de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo cobra 
aplicación únicamente cuando la resolución dictada en un procedimiento 
administrativo se impugna a través del recurso administrativo procedente, antes 
de acudir ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, y se traduce 
en la posibilidad para el actor de formular conceptos de impugnación no 
expresados en el recurso, pero tal prerrogativa no implica la oportunidad de exhibir 
en juicio los medios de prueba que, conforme a la ley, debió presentar en el 
procedimiento administrativo de origen o en el recurso administrativo respectivo 
para desvirtuar los hechos u omisiones advertidos por la autoridad administrativa, 
estando en posibilidad legal de hacerlo. De haber sido esa la intención del 
legislador, así lo habría señalado expresamente, como lo hizo tratándose del 
recurso de revocación previsto en el Código Fiscal de la Federación en el que, por 
excepción, se concede al contribuyente el derecho de ofrecer las pruebas que por 
cualquier motivo no exhibió ante la autoridad fiscalizadora, para procurar la 
solución de las controversias fiscales en sede administrativa con la mayor celeridad 
posible y evitar su impugnación en sede jurisdiccional, esto porque la autoridad 
administrativa puede ejercer cualquiera de las acciones inherentes a sus facultades 
de comprobación y supervisión, como lo es, entre otras, solicitar información a 



 

 

6 
 

terceros para compulsarla con la proporcionada por el recurrente o revisar los 
dictámenes emitidos por los contadores públicos autorizados, lo que supone contar 
con la competencia legal necesaria y los elementos humanos y materiales que son 
propios de la administración pública. Por tanto, tal prerrogativa no puede 
entenderse extendida al juicio contencioso administrativo, pues no sería 
jurídicamente válido declarar la nulidad de la resolución impugnada con base en el 
análisis de pruebas que el particular no presentó en el procedimiento de origen o 
en el recurso administrativo, estando obligado a ello y en posibilidad legal de 
hacerlo, como lo prescribe el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, al indicar que los gobernados deben conservar la 
documentación indispensable para demostrar el cumplimiento de las disposiciones 
fiscales y exhibirla cuando sea requerida por la autoridad administrativa en 
ejercicio de sus facultades de comprobación. Estimar lo contrario significaría 
sostener que el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa puede 
sustituirse en las facultades propias de la autoridad fiscal y declarar la nulidad de 
sus actos por causas atribuibles al particular. 
 
Tesis de jurisprudencia 73/2013 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada del diecisiete de abril de dos mil trece. 
 

QUINTO. Estudio de la legalidad de la resolución administrativa 

impugnada, y la recurrida. En el primer concepto de impugnación del escrito 

inicial de demanda, en el que la parte actora niega lisa y llanamente en términos del 

artículo 42 de la Ley Federal del Procedimiento Contencioso Administrativo que exista la 

orden de inspección. 

 

           Al contestar la demanda la autoridad demandada sostuvo la legalidad de 

la resolución impugnada y la recurrida.  

 

Esta Instrucción considera que es fundado el agravio expuesto por la parte 

demandante y suficiente para declarar la nulidad de la resolución impugnada, por 

lo siguiente:  

 

El artículo 16, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, dispone:  

 

“Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles 
o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, 
que funde y motive la causa legal del procedimiento. 
… 
 
En toda orden de cateo, que sólo la autoridad judicial podrá expedir, a solicitud del 
Ministerio Público, se expresará el lugar que ha de inspeccionarse, la persona o 
personas que hayan de aprehenderse y los objetos que se buscan, a lo que 
únicamente debe limitarse la diligencia, levantándose al concluirla, un acta 
circunstanciada, en presencia de dos testigos propuestos por el ocupante del lugar 
cateado o en su ausencia o negativa, por la autoridad que practique la diligencia. 
… 
 
La autoridad administrativa podrá practicar visitas domiciliarias únicamente para 
cerciorarse de que se han cumplido los reglamentos sanitarios y de policía; y exigir 
la exhibición de los libros y papeles indispensables para comprobar que se han 
acatado las disposiciones fiscales, sujetándose en estos casos, a las leyes 
respectivas y a las formalidades prescritas para los cateos. 
…” 
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 Del precepto constitucional en comento se colige que nadie puede ser molestado en 

su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito 

de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. 

 

 Así también que, la autoridad administrativa podrá practicar visitas 

domiciliarias únicamente para cerciorarse de que se han cumplido los reglamentos 

sanitarios y de policía; y exigir la exhibición de los libros y papeles indispensables para 

comprobar que se han acatado las disposiciones fiscales, sujetándose en estos casos, a 

las leyes respectivas y a las formalidades prescritas para los cateos, como son que en 

toda orden de cateo, que sólo la autoridad judicial podrá expedir, a solicitud del Ministerio 

Público, se expresará el lugar que ha de inspeccionarse, la persona o personas que hayan 

de aprehenderse y los objetos que se buscan, a lo que únicamente debe limitarse la 

diligencia, levantándose al concluirla, un acta circunstanciada, en presencia de dos testigos 

propuestos por el ocupante del lugar cateado o en su ausencia o negativa, por la autoridad 

que practique la diligencia. 

 

Por su parte, el artículo 29 del Reglamento General de Inspección del Trabajo y 

Aplicación de Sanciones, señala:  

 

Artículo 29. Los Inspectores del Trabajo, para practicar las Inspecciones 
ordinarias, lo harán previo citatorio que entreguen en los Centros de Trabajo por 
lo menos con veinticuatro horas de anticipación a la fecha en que se realizarán, en 
el que se especificará el nombre del patrón, domicilio del Centro de Trabajo, día y 
hora en que se practicará la diligencia, el tipo de Inspección, el número y fecha de 
la orden de Inspección correspondiente, acompañando un listado de documentos 
que deberá exhibir el patrón, los aspectos a revisar y las disposiciones legales en 
que se fundamenten. 
 
En caso de que la Autoridad del Trabajo, por alguna circunstancia, no le fuera 
posible llevar a cabo la visita, se deberá notificar al Centro de Trabajo un nuevo 
citatorio, dejando sin efectos el anterior. 
 
Las Inspecciones extraordinarias serán practicadas por los Inspectores 
del Trabajo sin que medie citatorio previo, a fin de satisfacer su objetivo 
primordial de detectar en forma inmediata la situación que prevalece en 
el Centro de Trabajo inspeccionado. 
 
Al inicio de las Inspecciones ordinarias o extraordinarias, el Inspector del 
Trabajo deberá entregar al patrón o a su representante o a la persona 
con quien se entienda la diligencia, el original de la orden escrita 
respectiva, con firma autógrafa del servidor público facultado para ello, así como 
una guía que contenga los principales derechos y obligaciones del inspeccionado. 
Dichas órdenes de Inspección deberán precisar el Centro de Trabajo a inspeccionar, 
su ubicación, el objeto y alcance de la diligencia, su fundamento legal, así como los 
números telefónicos a los que el patrón podrá comunicarse para constatar los datos 
de la orden correspondiente. 
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El Inspector del Trabajo deberá exhibir credencial vigente con fotografía, expedida 
por la autoridad competente que lo acredite para desempeñar dicha función. Las 
credenciales de los Inspectores del Trabajo deberán contener, de manera clara y 
visible, la siguiente leyenda: "Esta credencial no autoriza a su portador a realizar 
Inspección alguna, sin la orden correspondiente". 
 
(Énfasis añadido) 

 

Numeral que señala que las inspecciones extraordinarias serán practicadas por los 

Inspectores del Trabajo sin que medie citatorio previo, a fin de satisfacer su objetivo 

primordial de detectar en forma inmediata la situación que prevalece en el Centro de Trabajo 

inspeccionado, pero que al inicio de las Inspecciones ya sean ordinarias o extraordinarias, 

el Inspector del Trabajo deberá entregar al patrón o a su representante o a la 

persona con quien se entienda la diligencia, el original de la orden escrita 

respectiva. 

 

En la especie, obra agregada en autos la resolución combatida dictada dentro del 

expediente administrativo **************************, el 10 de septiembre de 2025, 

por el Titular de la Oficina de Representación Federal del Trabajo en Sinaloa, con sede en 

********, de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social, a través de la cual se determinaron 

a cargo del actor diversas multas en cantidad total de $33,942.00, que se valora conforme 

a los artículos 46, fracción I, de la Ley Federal del Procedimiento Contencioso Administrativo, 

93, fracción II, 129 y 202, del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación 

supletoria, de la cual se advierte que derivó de la inspección extraordinaria de condiciones 

de trabajo número **************** 

 
 

De lo que se colige que conforme al artículo 29 del Reglamento General de 

Inspección del Trabajo y Aplicación de Sanciones la resolución impugnada deriva de una 

visita de inspección, al amparo de la orden de inspección.  

 

Respecto a lo anterior, el demandante niega la existencia de la orden en la que se 

sustentó la resolución impugnada, así como el acta de inspección.  

 

Por lo que si bien es cierto conforme al artículo 42, de la Ley Federal de 

Procedimiento Contencioso Administrativo, la resolución impugnada se presume legal y, por 

tanto, se presume la existencia de la inspección referida, así como de la orden que le 

precedió, también es cierto que al ser negada su existencia por el particular demandante, 

negación que no implica la afirmación de otro hecho, se traslada a la autoridad demandada 

la carga procesal de acreditar en juicio la existencia de la orden de verificación y el acta de 

inspección con base en la cual se llevó a cabo la inspección en la que se sustentó la 

resolución impugnada, esto es, que sí se le haya entregado a la actora dichos actos; esto 

conforme a lo dispuesto en el artículo apenas señalado, así como en el diverso 40, de la 

misma Ley, que contempla que corresponde a la parte demandada probar sus excepciones. 
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Entonces, si la autoridad demandada fue omisa en aportar a juicio algún elemento 

probatorio a fin de desvirtuar lo negado por la parte actora, respecto a la existencia de la 

orden y acta de inspección que dio origen a la resolución impugnada, con ello, se deja en 

estado de indefensión a la parte actora a efecto de conocer que el procedimiento 

administrativo se ajustó a lo dispuesto por el artículo 29 del Reglamento General de 

Inspección del Trabajo y Aplicación de Sanciones, es decir, la enjuiciada no acredita que la 

actora sí tuvo conocimiento de la orden y acta de inspección en mención. 

 

Así las cosas, se concluye que la resolución recurrida es ilegal, por haberse 

motivado en hechos que no sucedieron, actualizándose la causal de ilegalidad de los actos 

administrativos prevista en la fracción IV, del artículo 51, de la Ley Federal de Procedimiento 

Contencioso Administrativo, de ahí que resulte procedente declarar su nulidad, así 

como la nulidad de la resolución recaída al recurso administrativo impugnado en 

el presente juicio, en términos del diverso numeral 52, fracción II, de la misma Ley; puesto 

que a partir de la ilegalidad antes mencionada, es evidente que la resolución del 

recurso administrativo impugnado deviene ilegal al confirmar la resolución 

determinante del crédito fiscal recurrido. 

 

 Resulta aplicable la siguiente tesis: 

 

ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE.- Si un acto o diligencia de la autoridad está 
viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen 
en él o que de alguna forma estén condicionados por él, resultan también 
inconstitucionales por su origen, y los Tribunales no deben darles valor legal, ya 
que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían 
aprovechables por quienes las realizan y por otra parte, los Tribunales se harían 
en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor 
legal.1 

 

Ahora bien, habiéndose declarado la nulidad de las resoluciones combatidas en los 

términos antes señalados, resulta innecesario el estudio de los restantes conceptos de 

anulación hechos valer por la demandante porque aún y cuando se analizaran y alguno 

resultara fundado, en nada variaría o mejoraría el sentido del presente fallo.  

 

 
1 Registro digital: 252103, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Séptima Época, Materia(s): 

Común, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Volumen 121-126, Sexta Parte, página 280, 
Tipo: Aislada 
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Lo anterior encuentra sustento en el criterio establecido en la Jurisprudencia 

I.2°.A.J./23, por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 

Circuito, cuyo texto enseguida se transcribe: 

 

“CONCEPTOS DE ANULACION. LA EXIGENCIA DE EXAMINARLOS 
EXHAUSTIVAMENTE DEBE PONDERARSE A LA LUZ DE CADA 
CONTROVERSIA EN PARTICULAR.- La exigencia de examinar exhaustivamente 
los conceptos de anulación en el procedimiento contencioso administrativo, debe 
ponderarse a la luz de cada controversia en particular, a fin de establecer el 
perjuicio real que a la actora puede ocasionar la falta de pronunciamiento sobre 
algún argumento, de manera tal que si por la naturaleza de la litis apareciera inocuo 
el examen de dicho argumento, pues cualquiera que fuera el resultado en nada 
afectaría la decisión del asunto, debe estimarse que la omisión no causa agravio y 
en cambio, obligar a la juzgadora a pronunciarse sobre el tema, sólo propiciaría la 
dilación de la justicia.” 
 

Por lo expuesto y fundado, con apoyo en los artículos 49, 50, 51, fracción IV, 52, 

fracción II, 58-1 y 58-13, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, 

se resuelve: 

 

R E S O L U T I V O S 

 

I. La parte actora probó su acción, en consecuencia; 

 

II. Se declara la nulidad lisa y llana de la resolución impugnada y la 

recurrida descritas en el resultando primero de este fallo, por los motivos indicados en 

último considerando del mismo. 

 

III. Notifíquese.  

 

Así lo provee y firma el Magistrado Ricardo Carlos Molina Arias, adscrito a la 

Primera Ponencia de la Segunda Sala Regional en Sinaloa del Tribunal Federal de Justicia 

Administrativa, ante el Secretario de Acuerdos que actúa y da fe, Licenciado Rosario 

Paulino Pulido Flores. 

RPPF/jgcu 

 

  

 

“El 30 de julio de 2026, el licenciado Rosario Paulino Pulido Flores, Secretario de 

acuerdos con adscripción en Segunda Sala Regional en Sinaloa, hago constar y 

certifico que en términos de lo previsto en los artículos 120, 115, párrafos, primero, 

segundo, tercero y cuarto de la Ley General de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública, esta versión pública suprime toda aquella información 

considerada legalmente como confidencial, por tratarse de nombres de personas 

físicas, lugares de nacimiento, grupo étnico, estado civil, domicilio, ocupación o 

profesión, datos de identificación de vehículos particulares, ubicación de inmuebles, 

descripción de personas físicas, etc. Conste.” 

 

 


